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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 812/2022-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA  SECRETARIA DE  SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR.
San Luis Potosí, S.L.P., quince de diciembre de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 812/2022-3 promovido por la persona moral**********contra actos del Policía Vial Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., de nombre**********; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha veintinueve de agosto de dos mil veintidós, compareció  el C. **********, en su carácter de apoderado general para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada “**********señalando como autoridad demandada al Agente de Tránsito y/o Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Ayuntamiento de San Luis Potosí con credencial número de folio y/o placa 54395050; por la nulidad del siguiente acto: 
“…La boleta de infracción folio BB 42689, de fecha trece de julio de dos mil veintidós.
II.- Por auto de fecha doce de septiembre de dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada,  para que contestara y se apersonara  dentro del término legal lo que a su intereses conviniera.
III.-Por proveído de fecha diecinueve de octubre de dos mil veintidós, se  tuvo a la autoridad demandada por no contestando la demanda instaurada en su contra; por tanto, se le hace efectivo el apercibimiento decretado y se le tiene por precluido su derecho correspondiente por lo tanto se tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, se admitieron las pruebas; y se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Con fecha  dieciséis de noviembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza, y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar, en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9° fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el presente caso le resulta competencia para conocer del presente juicio, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La personalidad del Apoderado legal para pleitos y Cobranzas  de la persona moral actora, se tiene por acreditada conforme al segundo párrafo del numeral 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada del Instrumento Notarial  otorgado por la sociedad actora, protocolizado ante la fe del Notario Público número 25, con ejercicio de León Gto, documental que obra en foja de la 11 a la 16 del expediente en que se actúa.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario
En cuanto a la autoridad demandada por auto de fecha diecinueve de octubre de dos mil veintidós, se le  tuvo por no contestando la demanda instaurada en su contra; por tanto, se le hace efectivo el apercibimiento decretado y se le tiene por precluido su derecho correspondiente por lo tanto se tiene por contestando la demanda en sentido afirmativo.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la boleta de infracción Folio BB 42689 de fecha 13 de julio de 2022,  emitida por el Policía Vial de la Secretaría de  Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., documento que la parte actora exhibió, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia...”
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción IX del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece como hipótesis de improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, que los efectos legales o materiales del acto impugnado hayan cesado, o bien, que no puedan surtirse sus efectos por haber dejado de existir el objeto o materia del acto impugnado.
En efecto el artículo 228 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, previene literalmente lo siguiente:
“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: (…)

IX. Contra actos cuyos efectos legales o materiales hayan cesado o que no puedan surtirse efectos por haber dejado de existir el objeto o materia del mismo; (…)”
El enunciado normativo transcrito, leído en sentido positivo establece que la procedencia del Juicio Contencioso Administrativo está condicionada a que el acto impugnado se encuentre surtiendo efectos legales o materiales; por consiguiente, la ausencia de dichos efectos genera la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo.
En el caso que nos ocupa, la persona moral Actora impugna la boleta de infracción número BB 42689 de fecha 13 de julio de 2022, emitida por el Policía Vial de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, en la que se impuso como sanción una multa por la infracción que se hizo consistir en “Circular Vehículo pesado en zona restringida”, en que se retuvo la placa de circulación del vehículo.
Al respecto se debe abundar, que la persona moral Actora es la propietaria del vehículo, como se explica enseguida; en la boleta de infracción con número de folio BB  42689 de fecha 13 de julio de 2022,  se hace constar que se levantó la infracción al vehículo  cuyo propietario es la parte actora, ya que ésta documental es la que identifica al vehículo por sus características e individualiza al propietario, de acuerdo a lo que dispone el artículo 6° fracción XXXVII de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí.
Por otra parte, la persona moral Actora acompañó al escrito inicial de demanda el recibo de entero con número de folio AM340151, que ampara el pago de la boleta de infracción BB2689, expedido por la Tesorería Municipal a nombre del C. **********  quien resulta ser el infractor, de acuerdo con la mencionada boleta de infracción.
A las referidas documentales públicas se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.
De acuerdo con lo anterior, se encuentra plenamente demostrado que fue el conductor infractor quien resintió la afectación económica derivada de la boleta de infracción impugnada, y no la persona moral Actora, puesto que fue él, quien pago la multa impuesta como sanción, y recuperó la placa de circulación retenida para garantizar el pago de la infracción, con lo cual, además, cesó la afectación resentida por la aquí Actora, como dueña del vehículo y titular de las placas de circulación.
Se debe puntualizar también, que el C. **********  no promovió Juicio Contencioso Administrativo en contra de la boleta de infracción impugnada, por lo cual es dable, considerar que dicha persona consintió ese acto y la afectación resentida traducida en el pago de la sanción impuesta.
Por consiguiente, es dable al suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria concluir que en el caso que nos ocupa, han cesado los efectos legales y materiales del acto impugnado, puesto que la sanción de multa fue pagada y consentida, lo que trajo como consecuencia la restitución de la placa de circulación retenida, por lo cual, no hay materia de restitución a la Parte Actora, lo que hace improcedente al Juicio Contencioso Administrativo cuyo objetivo es la restitución a la Parte Actora en el goce de sus derechos.

Al respecto, resulta aplicable la Tesis de Jurisprudencia del pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Registro digital: 197245, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: P./J. 90/97, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VI, Diciembre de 1997, página 9, que se transcribe enseguida:
“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO EXISTE LA IMPOSIBILIDAD JURÍDICA DE QUE SE PRODUZCAN LOS EFECTOS RESTITUTORIOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA QUE, EN SU CASO, SE DICTE.- De acuerdo con lo establecido en el artículo 80 de la Ley de Amparo y en la tesis de jurisprudencia número 174, publicada en la página 297 de la Octava Parte del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1975, con el texto siguiente: "SENTENCIAS DE AMPARO.- El efecto jurídico de la sentencia definitiva que se pronuncie en el juicio constitucional, concediendo el amparo, es volver las cosas al estado que tenían antes de la violación de garantías, nulificando el acto reclamado y los subsecuentes que de él se deriven."; y en virtud de que el juicio de garantías debe tener siempre una finalidad práctica y no ser medio para realizar una actividad meramente especulativa, para la procedencia del mismo es menester que la sentencia que en él se dicte, en el supuesto de que sea favorable a la parte quejosa, pueda producir la restitución al agraviado en el pleno goce de la garantía individual violada, de manera que se restablezcan las cosas al estado que guardaban antes de la violación cuando el acto reclamado sea de carácter positivo, o cuando sea de carácter negativo (o constituya una abstención), se obligue a la autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija”

Como puede verse en la transcripción, en la Tesis de Jurisprudencia interpreta como requisito de procedencia del Juicio de Amparo, que se puedan producir los efectos restitutorios característicos de la sentencia amparo; dicha interpretación es aplicable al Juicio Contencioso Administrativo regulado por el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en tanto que al igual que en el Juicio de amparo, en el Juicio Contencioso Administrativo la sentencia definitiva tiene como efecto jurídico nulificar el acto impugnado y los las consecuencias jurídicas que de él deriven, volviendo las cosas al Estado que se encontraban antes de la violación de derechos, además de como actividad jurisdiccional comparte la característica de ser de práctica, y no meramente especulativa, cuyo propósito es restituir al administrado en el goce de sus derechos, por lo que para su procedencia requiere necesariamente que la eventual sentencia favorable pueda producir la restitución de los derechos violados a la Parte Actora.
Así las cosas, en la especie se actualiza la hipótesis de improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, referente a los casos en que los efectos del acto impugnado, en el caso la boleta de infracción BB2689.
Luego entonces, lo conducente, con fundamento en el artículo 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, ya que durante la secuela procesal se actualizó la causal de improcedencia, referente a que cesaron los efectos legales y materiales del acto impugnado.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos, 228 fracción II, 229 fracción II, 248, y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente Juicio Contencioso Administrativo, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos, motivos expuestos en el Considerativo Cuarto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas. 
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

